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    Introducción


    Qué tenemos para decir


    El obstetra de guardia me recibió y me dijo “con qué te pinchaste, qué te tomaste, qué te hiciste”. El mismo que le dijo a mi papá que tenía que hacer la denuncia (Yamila, Rosario).


    


    Personal médico hizo ingresar a la policía a la sala de parto, la operaron sin anestesia y la imputaron por aborto (María Magdalena, Tucumán).


    


    Cuando llegan a su casa, los médicos revisan a Inés y la llevan al hospital. La esposan a la cama. Así comienza su causa penal por el delito de homicidio agravado por el vínculo (Inés, Buenos Aires).


    * * *


    Al conocer estos testimonios, la pregunta surge enseguida: ¿se puede denunciar a la policía a una paciente que acude al hospital buscando ayuda médica en una emergencia porque alguien entiende que esa paciente cometió un delito? No, dice la ley pero, como demostraremos en este libro, se hace.


    Y no solo en el caso de eventos obstétricos. En febrero de 2022, en el marco de un reparto de cocaína adulterada en el oeste del Conurbano bonaerense que terminó con decenas de personas muertas y otras internadas de gravedad, las palabras de Gabriela Torres, titular de la Secretaría de Políticas Integrales sobre Drogas de la Nación Argentina (Sedronar), se replicaron en los medios y las redes sociales:


    Hay que acompañar a los que están en su casa sintiéndose mal y no se animan a ir a un hospital porque, como se discriminan tanto los problemas de consumo, tienen miedo.


    ¿Qué es lo que permite el engranaje de la denuncia médica contra pacientes y su tolerancia judicial?


    El Código Penal es claro al establecer que la divulgación sin justa causa de cualquier información que profesionales y otros intervinientes de la medicina hayan conocido en el marco de la consulta médica es un delito. En efecto, en su art. 156 condena a quien “teniendo noticia, por razón de su estado, oficio, empleo, profesión o arte, de un secreto cuya divulgación pueda causar daño, lo revelare sin justa causa”.[1]


    Hay una sola persona que puede autorizar que la información trascienda: la paciente.


    Pero ¿qué es la “justa causa”? Es, en definitiva, un juego de valores. La justa causa implica la existencia de un interés público por la revelación de ese secreto que esté por encima del interés que se protege con el secreto. Tiene que existir un interés lo suficientemente importante para que, en el balance con los derechos de la paciente, justifique la ruptura del pacto de confidencialidad, esencial en la relación médico-paciente.


    Según la última interpretación que hizo la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre la norma en 2010, la justa causa no puede basarse en la convicción individual del personal médico de que se encuentra frente a un delito:


    No existe en el caso ningún otro interés en juego, pues no mediaba peligro alguno ni había ningún proceso lesivo grave en curso que fuese necesario detener para evitar daños a la vida o a la integridad física de terceros, de modo que cabe descartar toda otra hipótesis conflictiva (CSJN, Baldivieso).


    El interés del Estado en perseguir delitos no configura nunca la justa causa pedida por la norma, ni es motivo suficiente para la violación del secreto. En ese marco, el secreto médico y el deber de guardar confidencialidad es la regla. Las causas para traspasar esa frontera, la excepción.


    Pero, como veremos en este libro, esto no se replica en la realidad. Y la denuncia como punto de origen de los expedientes penales en casos de criminalización de eventos obstétricos y en aquellos relacionados con el consumo, la tenencia o el comercio de drogas continúa siendo una constante.[2]


    ¿Dónde se ubica el punto de inflexión que permite que estas denuncias tengan éxito? El camino es demasiado extenso y en algunos casos permanece impune en todo su recorrido, desde los hospitales hasta los tribunales. ¿Acaso el cuerpo médico denuncia por miedo o denuncia por convicciones morales o religiosas? ¿Denuncia por obligación? ¿Obligado por quién? ¿Qué pasa en los tribunales? ¿Por qué a veces las defensas no lo plantean ni las y los operadores judiciales lo advierten?


    * * *


    Durante la investigación sobre la criminalización de eventos obstétricos que culminó con la publicación del libro Dicen que tuve un bebé, en 2020, se puso en evidencia que en la Argentina existe una parte del personal médico que denuncia a pacientes por hechos que se revelan dentro de la consulta médica, a la que muchas mujeres y niñas llegan de urgencia, en grave estado, a veces inconscientes o con riesgo de muerte.


    Aunque, como adelantamos, esto se da sobre todo en dos grupos de conductas criminalizadas –aquellas asociadas al ejercicio de derechos sexuales y reproductivos, y las vinculadas al consumo o tenencia de drogas–, podría extenderse también a otros casos. Como veremos en estas páginas, sus repercusiones llegan a los efectos que puede tener la revelación del secreto en, por ejemplo, personas migrantes o poblaciones altamente violentadas como las del colectivo LGBTTIQ+. Además, sus efectos nocivos se mantienen, incluso después de la aprobación de la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo en diciembre de 2020.


    El motor que dio vida a esta investigación fue un cúmulo de dudas. Una catarata de preguntas sobre el por qué y el cómo las denuncias a pacientes se gestan en los pasillos de los hospitales, toman cuerpo en los tribunales y se traducen en expedientes penales, detenciones, condenas.


    Entra una paciente con emergencia obstétrica, sale una denuncia. Esa es nuestra puerta giratoria, la que guía esta investigación. Porque va en contra de lo que dice la ley, porque se opone a los criterios vigentes de la Corte Suprema, porque contraría los mandatos que emanan de los tratados internacionales incorporados a la Constitución nacional. A pocos les sorprende, las agencias judiciales lo avalan.


    * * *


    “¿Qué van a decir sobre secreto médico que no se haya dicho?”. La pregunta es de una abogada, referente en derecho penal. Trabaja hace años en la justicia y da clases en facultades de Derecho. La pregunta sorprende, aunque no tanto. Las conversaciones sobre secreto médico profesional durante las últimas décadas han sido, en efecto, extendidas.


    Pero su interpretación ha sido y es variada. Hay quienes consideran que el personal médico de hospitales públicos, por tratarse de funcionarios públicos, tiene la obligación de denunciar cualquier hecho delictivo del que tome conocimiento, aunque sea en el marco de la consulta médica. Otros piensan que, ante la duda, hay que dar aviso a la policía. Entre ellos están, también, quienes creen que dar aviso no es denunciar.


    A pesar de que, como señalamos, un fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación refuerza con claridad la obligación de guardar el secreto profesional para todo el personal de salud, las historias de personas criminalizadas a partir de denuncias médicas se repiten en todo el país. Y la persistencia del problema es invisible, tanto porque no se conoce como porque no se discute en los hospitales y los tribunales, y menos en las universidades.


    Desandar el camino de la denuncia


    Con esta mochila de interrogantes a cuestas comenzó esta investigación realizada con el apoyo del O’Neill Institute for National and Global Health Law de la Universidad de Georgetown. Durante más de dos años indagamos sobre las posibles causas de la problemática a fin de construir un panorama federal que permitiera aproximar una o varias respuestas.


    El primer acercamiento para intentar comprender este fenómeno se hizo conversando con sus protagonistas. Para el desarrollo de la investigación, realizamos más de cien entrevistas a profesionales de la salud y del derecho en nueve provincias argentinas en las que indagamos, principalmente, sobre la formación profesional y el trabajo diario vinculado al secreto médico profesional. Si bien la gran mayoría de las personas entrevistadas se desempeña o desempeñó en establecimientos de salud del ámbito público, también conversamos con quienes trabajan en instituciones privadas y en diferentes agencias del sistema judicial.


    Las entrevistas se realizaron con preguntas estandarizadas y con el método de feedback, tomando cada encuentro como fuente inagotable de información para reconstruir los discursos, hechos y situaciones en torno al secreto médico profesional. Adicionalmente, mantuvimos más de treinta conversaciones con otros efectores de la salud y referentes en la temática.[3]


    Este no es un libro sobre doctrina penal o políticas públicas vinculadas al secreto médico profesional. El objetivo es mucho más concreto: visibilizar un fenómeno que ocurre a la vista de todos y todas, pero aún permanece oculto. Es un libro que indaga en las percepciones de protagonistas de mundos opacos, de difícil acceso: hospitales, tribunales, capillas y universidades. Este libro, como primera exploración en universos tan poderosos como a veces hostiles, tiene por objetivo poner la lupa en las agencias que tienen el poder de criminalizar a personas que entran a las guardias en busca de atención médica y salen con sus nombres impresos en expedientes penales.


    Sobre la organización de este trabajo, en primer lugar, ponemos el foco en el hospital, el lugar donde surgen las denuncias, para explorar el entramado de relaciones que arman la estructura de poder sobre la cual se erige la atención médica.


    En segundo lugar, miramos la justicia y el modo en que se abordan los casos identificados de violación a la garantía de secreto médico profesional.


    Luego, analizamos el rol del activismo religioso en los hospitales, y la presencia de determinados símbolos y espacios –crucifijos, capillas, estampitas, carteles– en los centros de atención de la salud. De ese modo, reflexionamos sobre la manera en que estos elementos influyen, o no, a la hora de decidir denunciar.


    En el quinto capítulo indagamos sobre la formación del personal médico y de las personas que integran las agencias judiciales, el tipo de capacitación que reciben sobre secreto médico profesional, el papel que juegan las residencias médicas y los contenidos que en ellas se enseñan. A continuación, aportamos una serie de reflexiones para pensar el problema e imaginar alternativas superadoras, y agregamos un decálogo para el personal de la salud con pautas de trabajo respetuosas del secreto médico. Por último, presentamos un cuadro con normativa y jurisprudencia sobre la cuestión para que pueda ser utilizado como herramienta práctica de consulta.


    En el contexto actual de plena discusión alrededor de los derechos sexuales y reproductivos, en la Argentina y en muchos países de la región, esta investigación viene a subrayar otra constatación de fondo: para atender el problema de la salud sexual y reproductiva no basta con ampliar la cobertura de servicios de salud, ni tampoco es suficiente con sensibilizar a las mujeres frente a la importancia de asistir a la consulta médica (Carrera, Orrego-Hoyos y Saralegui Ferrante, 2021). Además, es clave prestar atención a las causas estructurales que afectan la prestación de estos servicios de salud cuando las mujeres acuden a ellos.


    Por último, no pretendemos que los resultados de esta investigación sean generalizables: el fenómeno que es objeto de nuestro estudio debe analizarse en cada lugar, según las agencias involucradas y sus circunstancias particulares. Esperamos que lo aquí recogido pueda ayudar a reflexionar sobre las prácticas diarias a la luz de la normativa que rige el secreto médico profesional y desafiar las dinámicas de criminalización.


    Ahora, ¿por dónde empezar?


    


    
      
        [1] La figura prevista por el art. 156 del Código Penal es un delito de acción privada (art. 73, inc. 2 del Código Penal); es decir, requiere el impulso de una querella para su investigación. Esto puede explicar la falta de denuncias y procesos por violación al secreto médico profesional.

      


      
        [2] Para ampliar este punto, véanse Carrera, Saralegui Ferrante y Orrego-Hoyos (2020) y el informe La criminalización por aborto y otros eventos obstétricos en la Argentina elaborado por Carrera, Orrego-Hoyos y Saralegui Ferrante junto con el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), la Campaña Nacional por el Derecho al Aborto (CNDA) y el Centro Universitario de la Universidad de San Martín (Cusam) (CELS y otros, 2020).

      


      
        [3] En todos los casos, los nombres de las personas fueron reservados (excepto en aquellos que consintieron que se las incluyera), y en algunos, los géneros fueron modificados para garantizar la protección de su identidad, especialmente en las localidades más chicas.

      

    

  


  
    1. De dónde partimos


    Al terminar su carrera y graduarse, médicos y médicas hacen el Juramento Hipocrático. El juramento como corazón de la profesión.


    


    En el momento de ser admitidos entre los miembros de la profesión médica, ¿os comprometéis solemnemente a consagrar vuestra vida al servicio de la humanidad?


    ¿Y juráis respetar el secreto de quien se os haya confiado a vuestro cuidado?


    ¿Juráis no permitir jamás que entre el deber y el enfermo se interpongan consideraciones de religión, de nacionalidad, de raza, de partido o de clase?[4]


    La garantía del secreto médico profesional no tiene anclaje explícito en la Constitución nacional, aunque se deriva del derecho a la intimidad previsto en el art. 18, y en los tratados internacionales de derechos humanos incorporados a nuestra Constitución. La intimidad como aquel espacio que se quiere resguardar, proteger de la mirada de las demás personas; la intimidad como espacio de ejercicio de la autonomía personal.


    En el marco de la atención médica, dada la manera en que la normativa protege ese espacio, la protección de la intimidad se refuerza: se deben garantizar todas las condiciones necesarias para que quien asiste pueda tomar, en forma personal y libre, las elecciones en torno a cualquier práctica sanitaria sin interferencia de terceros o del Estado, representado por el personal de salud en el ámbito público.


    Este deber de confidencialidad rige tanto para el personal médico que presta asistencia médica en forma directa como para todo el equipo de salud que interviene.


    Soledad Deza, tucumana, que fundó y preside la Organización Mujeres x Mujeres, junto a la cual llevó adelante el litigio del caso Belén,[5] entre muchos otros, y referente del tema a nivel nacional y regional, afirma:


    


    La obligación de guardar secreto médico promueve para las personas necesitadas de atención sanitaria que se vean expuestas a desnudar hechos y/o circunstancias de su vida privada ante un efector de salud, la seguridad de que este no divulgará los mismos en su perjuicio.


    


    La falta de reserva de la intimidad, por otra parte, vulneraría el principio de beneficencia y el de no maleficencia que impone al equipo de salud desplegar todas aquellas medidas que tiendan a hacer un bien a su paciente, y con igual intensidad, abstenerse de llevar a cabo cualquier conducta que pudiera ser eficaz para ocasionarle un mal a su salud (Deza, 2014: 143).


    Para entender las discusiones en torno al secreto médico profesional, es importante tener en cuenta que existe un debate respecto de la manera en que la obligación de denuncia se encuentra plasmada en el Código Procesal Penal de la Nación,[6] que se replica de manera similar en los códigos procesales de diferentes provincias:


    


    Art. 177. Tendrán obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio:


    1. Los funcionarios o empleados públicos que los conozcan en el ejercicio de sus funciones.


    2. Los médicos, parteras, farmacéuticos y demás personas que ejerzan cualquier rama del arte de curar, en cuanto a los delitos contra la vida y la integridad física que conozcan al prestar los auxilios de su profesión, salvo que los hechos conocidos estén bajo el amparo del secreto profesional.


    Deza (2014) sostiene que el inc. 1 regula la obligación de denuncia en aquellos casos en que la persona que toma conocimiento del delito sea funcionaria o empleada pública, independientemente de su profesión puntual, y cuando el hecho conocido sea un delito de acción pública.


    La obligación de denuncia del personal de la salud está específicamente contemplada en el inc. 2, cuando el hecho sea un delito contra la vida o la integridad del cual haya tomado conocimiento al prestar el auxilio de su profesión, siempre que no esté amparado bajo el secreto profesional.


    El debate sobre el primer inciso puede resumirse en la siguiente pregunta: si el personal médico de hospitales públicos integra la categoría funcionarios públicos, ¿qué pasa con el de hospitales privados? La discusión se torna abstracta si se sigue al segundo inciso, con su expresa mención a quienes ejercen el arte de curar; es decir, la totalidad del personal médico. Esta aparente tensión entre la atención de la salud y la obligación de denunciar se desvanece a medida que se consideran los análisis realizados sobre la cuestión por la doctrina y jurisprudencia en las últimas décadas.


    El inhumano dilema: la muerte o la cárcel


    Para entender el camino de la jurisprudencia sobre secreto médico profesional en la Argentina, a continuación haremos un repaso de los principales pronunciamientos sobre la materia.[7] Los criterios, como se verá, fueron cambiando a lo largo de la historia.


    El caso Natividad Frías


    La tapa del diario Clarín del sábado 27 de agosto de 1966 dice que el ejemplar sale 10 pesos, tiene estampado su logo –una silueta sin relleno que toca el instrumento que da su nombre– y es la edición número 7415 del periódico editado en Buenos Aires. Acompañan cuatro imágenes que retratan, en este orden, el despegue de un cohete, su vuelo en diagonal, la explosión en el aire y la caída de los restos.


    


    Promulgará el P.E. una Ley para el Desarrollo. Titán: Una falla a los ochenta segundos. Déficit: Será superior a los 140 mil millones. Caucho: Nuevo régimen para su importación.


    Todo es blanco y negro. Esta tapa muestra y habla de muchas cosas, menos del plenario[8] Natividad Frías que, el día anterior, se dictó en la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional. Un plenario que, a pesar de tener más de cincuenta años y provenir de una Cámara de Apelaciones con jurisdicción en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, es todavía estudiado y citado en muchos de los tribunales del país, dado que sentó las bases para el análisis del secreto médico profesional y fue el núcleo de las discusiones que posteriormente tendría la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Todo comenzó cuando Natividad Frías acudió a un hospital público de la CABA por complicaciones de salud, luego de haberse practicado un aborto. El personal médico la atendió, pero también la denunció, lo que generó que se abriera una investigación penal en su contra.


    El caso llegó a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, que discutió la obligación de denunciar sobre la base de otro artículo, ya que en esa época se encontraba vigente un Código hoy derogado. Los artículos en pugna eran el 165 y el 167 del Código entonces vigente. El art. 165 del Código Procesal Penal establecía que los médicos, cirujanos y otras personas que trabajasen como personal de la salud debían denunciar los “graves atentados personales” en los cuales hubieran prestado ayuda desde su profesión. El art. 167 establecía, como excepción a esa obligación, que el personal de salud hubiera tenido conocimiento del delito por revelaciones que le hubieran sido hechas bajo el secreto profesional.


    Por mayoría, el plenario resolvió que no se puede perseguir penalmente sobre la base de una denuncia médica. Uno de los jueces del voto mayoritario sostuvo:


    


    He dicho hasta el cansancio que no puede instruirse un sumario sobre una denuncia delictuosa porque el ordenamiento legal es hermético y no consiente su propia violación.


    Además, el interés público no podría justificar este inhumano dilema: o la muerte o la cárcel.


    Aquí debiera terminar mi exposición si no fuera que mi situación de primer votante me obliga a prever toda clase de objeciones y, como el Quijote, “entrar con ellas en fiera y desigual batalla”.


    Cuando la ley no quiere la comisión de un hecho y lo conmina, tampoco quiere otras consecuencias que no sean la pena, la indemnización de los daños producidos, etc. Si no obstante la admonición legal esas otras consecuencias sobrevienen, la ley resulta doblemente violada: la primera vez por el médico infidente; la segunda, por quienes enterados de lo que la ley no quiere, la aplican en contra de la víctima de esa infidencia. Esta segunda violación determina la insanable nulidad de lo actuado.


    Otro de los jueces agregó:


    La culpable intervención que tuvo la autora o consentidora de aborto es noticia que el médico recibió en razón y ejercicio de su profesión, y como tal se encuentra bajo la tutela de la prohibición. Aceptar la validez de las manifestaciones incriminatorias que el confidente pueda hacer respecto de su asistida lleva a la pérdida de las garantías que para ella representa el deber del secreto reglado.


    Los votos son muchos y de lo más variados. En relación con la garantía de no autoincriminación, un tercer juez agrega:


    El que nadie está obligado a declarar contra sí mismo es expresión constitucional de esa primacía. Y es norma de derecho positivo que conduce directamente a la solución de la cuestión planteada en esta convocatoria: si es injusto obligar a quien delinquió a que provoque, acusándose, su propia condena, es igual y, consiguientemente, injusto condenarla sobre la base de una autoacusación a la que se vio forzada nada menos que por la inminencia de perder su humano derecho a sobrevivir a su delito.


    En resumen, la Cámara sostuvo que no se puede poner a una persona frente al dilema de tener que elegir entre la vida o la cárcel: la persona debe poder atender su salud con la tranquilidad de que eso no va a implicar consecuencias penales.


    Con ese argumento central, la Cámara en pleno concluyó que no podía instruirse sumario criminal contra Natividad Frías porque el expediente se había originado en la denuncia del personal médico.


    El caso Zambrana Daza


    El segundo fallo relevante es Zambrana Daza, resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en 1997.[9]


    Este precedente da por tierra con las consideraciones de Natividad Frías y va a contracorriente de la normativa actual. La historia de la protagonista comienza en la frontera norte del país.


    Pocitos puede ser el nombre de muchos barrios. Hay Pocitos en Montevideo, en San Juan, en Patagones. Hay también una pequeña localidad llamada Pocitos en Salta, justo al lado del paso fronterizo Salvador Mazza que divide la Argentina y Bolivia. Esa frontera que Norma Beatriz Zambrana Daza cruzó en abril de 1992, bajo la promesa de conseguir en este país un trabajo que pudiera sacarla de la pobreza asfixiante que vivía en Bolivia.


    Fue en esa localidad donde conoció a un hombre que le dijo que su trabajo consistía en tragar cápsulas con oro y viajar, con estas en su cuerpo, hasta la CABA. Zambrana Daza viajó, y cuando llegó a destino comenzó a sentirse mal. Le avisó al hombre, quien le confesó que las cápsulas contenían cocaína. Le recomendó ir a un hospital.


    Zambrana Daza ingresó de urgencia al Hospital Piñero y quedó internada en terapia intensiva. Su cuerpo expulsó, en total, 44 envoltorios de látex con cocaína.


    Norma fue condenada a la pena de cuatro años de prisión por el delito de transporte de estupefacientes. Luego, la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, sobre la base de los estándares del fallo Natividad Frías, anuló la condena. Pero la fiscalía apeló.


    El caso llegó a la Corte Suprema, que dio vuelta la decisión y consideró que la persona que comete un delito y concurre a un hospital público en busca de asistencia médica se somete voluntariamente al riesgo de que las autoridades públicas tomen conocimiento del delito. Así, concluyó que debía prevalecer el deber de denuncia de los médicos por sobre el deber de confidencialidad.


    


    El riesgo tomado a cargo por el individuo que delinque y que decide concurrir a un hospital público en procura de asistencia médica, incluye el de que la autoridad pública tome conocimiento del delito (consid. 8).


    


    Al tratarse de delitos de acción pública debe instruirse sumario en todos los casos, no hallándose prevista excepción alguna al deber de denunciar del funcionario (consid. 17).


    Esta interpretación, contraria a los derechos de los y las pacientes y a las garantías constitucionales, se mantuvo vigente por trece años.


    El caso Baldivieso


    El último fallo del recorrido histórico de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación es Baldivieso,[10] resuelto en 2010. Como Zambrana Daza, también nos remonta a la provincia de Salta.


    El Policlínico Regional de Salta fue inaugurado en la década de 1990. Es un edificio blanco cubierto de un tejado terracota. Sobre las dos plantas, se pueden ver filas de ventanas verticales, una al lado de la otra. Al fondo, los cerros. El Policlínico Regional de Salta es conocido como el Hospital San Bernardo. En ese hospital, el 20 de octubre de 2002, César Alejandro Baldivieso fue internado por una obstrucción intestinal producida por la presencia de cápsulas –que más tarde se determinó contenían clorhidrato de cocaína–. Baldivieso fue operado de urgencia. De su cuerpo se extrajeron 13 envoltorios y otros tantos expulsó naturalmente.


    El personal médico que lo atendió denunció a Baldivieso a la policía. El 24 de junio de 2003, fue condenado por el Tribunal Oral Federal de Salta a la pena de cuatro años de prisión por el delito de transporte de estupefacientes.


    En 2010, ocho años después de los hechos, la Corte Suprema dio vuelta los estándares de Zambrana Daza y retomó los fundamentos del plenario Natividad Frías, afirmando la imposibilidad del Estado de valerse de medios inmorales, como lo es el inminente peligro de muerte de una persona que acude a solicitar atención médica, para perseguir delitos.


    Por unanimidad, el fallo de la Corte rechazó la idea de que el personal médico pudiera convertirse, a través de su denuncia, en un agente de persecución penal del Estado.


    


    Los valores en juego en el caso concreto son la vida y el interés del Estado en perseguir los delitos, cualquiera sea la gravedad de estos y sin que quepa tomar en cuenta distinciones contenidas en disposiciones procesales.


    El principio republicano de gobierno impide que el Estado persiga delitos valiéndose de medios inmorales, como sería aprovecharse del inminente peligro de muerte que pesa sobre el procesado que acude a la atención médica, mediante la imposición de un deber al médico que lo convierta en un agente de la persecución penal del Estado.


    Además, Baldivieso dejó zanjada la discusión que distinguía al personal médico que prestaba funciones en hospitales públicos –por revestir el carácter de funcionario público– del que lo hacía en hospitales privados. Al respecto, merece destacarse el voto de la ministra Argibay:


    


    Si a los médicos funcionarios públicos se les exige el deber de denunciar propio de todos los funcionarios, entonces se produciría un efecto social discriminatorio entre las personas que tienen recursos para acceder a la medicina privada y aquellas que solo cuentan con la posibilidad que brindan los establecimientos estatales: las primeras contarían con una protección de un secreto médico (y, por ende, de su salud) más amplio que las segundas.


    Por otra parte, dado que las normas sobre secreto médico tienen la finalidad que alcanza tanto a los médicos públicos como a los privados (facilitar un ámbito protegido que permita la obtención de toda la información relevante para su salud que el paciente pueda brindar), es razonable entender que el menor alcance del deber de denunciar que pesa sobre los médicos, establecido en el art. 177, inc. 2 del Código Procesal Penal de la Nación, se justifica tanto a una como a otra clase de facultativos (consid. 11).[11]


    Además, sobre la protección constitucional del ámbito de la privacidad sobre el cuerpo, Argibay agregó:


    


    Cuando los cuidados del cuerpo son realizados por las personas con el auxilio de un tercero, como es el caso del médico, no cabe presumir, al menos sin un fundamento razonable, que ha mediado una renuncia a la exclusividad o reserva garantizada por la Constitución nacional contra las invasiones gubernamentales.


    Es en este ámbito de privacidad en el que debe situarse la figura del secreto médico, en cuanto exige a los profesionales de la salud mantener la confidencialidad sobre la información obtenida a través del vínculo profesional con su paciente, deber que es definido y reglamentado en el art. 11 de la Ley 17.132 sobre Ejercicio de la Medicina (consid. 8).
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